
a una normativa nacional que dispone que, en caso de 
incumplirse el plazo legal de nueve meses para elaborar 
las cuentas anuales y publicarlas en el tribunal del Registro 
mercantil (órgano jurisdiccional encargado del Registro mer­
cantil) competente 

— sin posibilidad de manifestarse previamente sobre la 
existencia de la obligación de publicidad y los eventuales 
impedimentos, en particular sin haberse comprobado 
previamente si dichas cuentas anuales ya se presentaron 
al órgano jurisdiccional encargado del Registro mercantil 
del centro de actividad principal; y 

— sin requerir previa e individualmente a la sociedad o a 
los órganos con facultades de representación el cumpli­
miento de la obligación de publicidad; 

exige de inmediato que el tribunal del Registro mercantil 
imponga una multa pecuniaria mínima de 700 euros a la 
sociedad y a cada órgano con facultades de representación, a 
falta de prueba en sentido contrario, bajo la ficción de que 
la sociedad y sus órganos han omitido culposamente la 
publicidad; y por cada incumplimiento adicional de dos 
meses, requiere la imposición inmediata de otra multa pe­
cuniaria mínima de 700 euros a la sociedad y a cada órgano 
con facultades de representación, de nuevo a falta de prueba 
en sentido contrario, bajo la ficción de que la sociedad y sus 
órganos han omitido culposamente la publicidad? 

( 1 ) Primera Directiva 68/151/CEE del Consejo, de 9 de marzo de 1968, 
tendente a coordinar, para hacerlas equivalentes, las garantías exigi­
das en los Estados Miembros a las sociedades definidas en el segundo 
párrafo del artículo 58 del Tratado, para proteger los intereses de 
socios y terceros (DO L 65, p. 8; EE 17/01, p. 3). 

( 2 ) Cuarta Directiva 78/660/CEE del Consejo, de 25 de julio de 1978, 
basada en la letra g) del apartado 3 del artículo 54 del Tratado y 
relativa a las cuentas anuales de determinadas formas de sociedad 
(DO L 222, p. 11; EE 17/01, p. 55). Versión modificada DO 2006, 
L 224, p. 1. 

( 3 ) Séptima Directiva 83/349/CEE del Consejo, de 13 de junio de 1983, 
basada en la letra g) del apartado 3 del artículo 54 del Tratado, 
relativa a las cuentas consolidadas (DO L 193, p. 1). 

Petición de decisión prejudicial planteada por el 
Finanzgericht Baden-Württemberg (Alemania) el 16 de 

agosto de 2011 — Katja Ettwein/Finanzamt Konstanz 

(Asunto C-425/11) 

(2011/C 331/12) 

Lengua de procedimiento: alemán 

Órgano jurisdiccional remitente 

Finanzgericht Baden-Württemberg 

Partes en el procedimiento principal 

Demandante: Katja Ettwein 

Demandada: Finanzamt Konstanz 

Cuestión prejudicial 

Las disposiciones del Acuerdo sobre la libre circulación de per­
sonas entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por 
una parte, y la Confederación Suiza, por otra, de 21 de junio de 
1999 ( 1 ) (BGBl. II 2001, 810 y ss.), que fue aprobado como Ley 
por el Bundestag el 2 de septiembre (BGBl. II 2001, 810) y que 
entró en vigor el 1 de junio de 2002, en particular sus artículos 
1, 2, 11, 16 y 21, así como el anexo I, artículos 9, 13 y 15, 
¿deben interpretarse en el sentido de que no permiten denegar 
la tributación conjunta teniendo en cuenta el procedimiento de 
«splitting» a un matrimonio residente en Suiza, que está sujeto al 
impuesto en la República Federal de Alemania por la totalidad 
de sus ingresos imponibles? 

( 1 ) Acuerdo sobre la libre circulación de personas entre la Comunidad 
Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la Confederación 
Suiza, por otra — Acta final — Declaraciones conjuntas — Infor­
mación relativa a la entrada en vigor de los siete acuerdos con la 
Confederación Suiza en los sectores siguientes: libre circulación de 
personas, transporte aéreo y por carretera, contratos públicos, coo­
peración científica, reconocimiento mutuo en materia de evaluación 
de la conformidad y agricultura, DO L 114, p. 6. 

Recurso de casación interpuesto el 18 de agosto de 2011 
por Gosselin Group NV, anteriormente Gosselin World 
Wide Moving NV, contra la sentencia del Tribunal 
General (Sala Octava) dictada el 16 de junio de 2011 en 
los asuntos acumulados T-208/08 y T-209/08, Gosselin 
Group NV y Stichting Administratiekantoor Portielje/ 

Comisión Europea 

(Asunto C-429/11 P) 

(2011/C 331/13) 

Lengua de procedimiento: neerlandés 

Partes 

Recurrente: Gosselin Group, anteriormente NV Gosselin World 
Wide Moving NV (representantes: F. Wijckmans y H. Burez, 
abogados) 

Otras partes en el procedimiento: Comisión Europea y Stichting 
Administratiekantoor Portielje 

Pretensiones de la parte recurrente 

La recurrente solicita al Tribunal de Justicia: 

— Con carácter principal, (i) que se anule la sentencia ( 1 ) por 
cuanto el Tribunal General afirma que las prácticas imputa­
das restringían por su naturaleza la competencia sin que a 
este respecto deban demostrarse efectos restrictivos para la 
competencia; y (ii) que se anule la Decisión ( 2 ) (en su versión 
modificada y en la medida en que sea aplicable a la recu­
rrente) ya que no comprende ninguna prueba de las conse­
cuencias para el Derecho de la competencia de las prácticas 
de las que se hace responsable a la recurrente.
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— Con carácter subsidiario, (i) que se anule la sentencia por 
cuanto el Tribunal General afirma que la Comisión pudo 
basarse excepcionalmente en el segundo requisito alternativo 
del apartado 53 de las Directrices relativas al concepto de 
efecto sobre el comercio ( 3 ) sin delimitar explícitamente el 
mercado en el sentido del apartado 55 de dichas Directrices; 
y (ii) que se anule la Decisión (en su versión modificada y en 
la medida en que sea aplicable a la recurrente) debido a que 
la Comisión no demostró en la Decisión que las prácticas 
influían sensiblemente en los intercambios entre Estados 
miembros. 

— Con carácter subsidiario, (i) que se anule la sentencia por 
cuanto el Tribunal General afirma que la Comisión no debió 
tener en cuenta el hecho de que la recurrente no hubiera 
participado en los acuerdos escritos sobre precios y en las 
reuniones, ni en el marco de la apreciación de la gravedad 
de la infracción, ni en el marco de las circunstancias ate­
nuantes; y (ii) que se anule la Decisión (en su versión mo­
dificada y en la medida en que sea aplicable a la recurrente) 
por las mismas razones. 

— Con carácter subsidiario, (i) que se anule la sentencia por 
cuanto se refiere a un porcentaje del 17 % de las ventas 
pertinentes sin tener en cuenta la totalidad de las 30 cir­
cunstancias pertinentes, basándose en particular en un um­
bral mínimo del 15 % y (ii) que se anule la Decisión (en su 
versión modificada y en la medida en que sea aplicable a la 
recurrente) por las mismas razones. 

— Con carácter subsidiario, (i) que se anule la sentencia por 
cuanto ésta afirma que la participación de la recurrente entre 
el 31 de enero de 1992 y el 30 de octubre de 1993 no ha 
prescrito; (ii) que se anule la Decisión (en su versión modi­
ficada y en la medida en que sea aplicable a la recurrente) 
por cuanto calcula la multa impuesta a la recurrente sobre la 
base de su participación entre el 31 de enero de 1992 y el 
30 de octubre de 1993; y (iii) que se reduzca por consi­
guiente la multa en la medida correspondiente. 

— Que se condene en costas a la Comisión Europea con arre­
glo al artículo 69, apartado 2, del Reglamento de procedi­
miento. 

Motivos y principales alegaciones 

En apoyo de sus pretensiones, Gosselin Group NV alega que el 
Tribunal General infringió el Derecho de la Unión al calificar de 
manera jurídicamente errónea los hechos constatados por él 
(presupuestos ficticios y comisiones) como acuerdos de fijación 
de precios y prácticas de reparto del mercado, y que por lo 
menos la sentencia, en dicho contexto, adolece de una falta 
de motivación. 

Con carácter subsidiario, Gosselin Group NV señala que el Tri­
bunal General: 

— Al evaluar la afectación sensible del comercio mediante las 
prácticas deliberadas entre Estados miembros, infringió la 
regla de que la Comisión debe seguir sus propias directrices. 

— Al examinar las circunstancias atenuantes en el marco del 
cálculo de la multa, vulneró el principio de que la respon­
sabilidad es de carácter personal y la regla de que la Comi­
sión debe seguir sus propias directrices. 

— Al fijar el importe de base de la multa, infringió la obliga­
ción de motivación, el principio de que la responsabilidad es 
de carácter personal y la regla de que la Comisión debe 
seguir sus propias directrices. La primera parte plantea que 
el Tribunal General consideró indebidamente que la Comi­
sión pudo basarse en el apartado 23 de las Directrices para 
el cálculo de las multas. ( 4 ) La segunda parte establece que el 
Tribunal General dio muestras de una apreciación jurídica 
errónea al afirmar que existe un porcentaje mínimo del 15 
% del valor de las ventas que por definición es el umbral 
más bajo para una multa por graves restricciones de la 
competencia. La tercera parte señala que el Tribunal General 
dio muestras de una apreciación jurídica errónea al afirmar 
que el 17 % es igual o casi igual al 15 % y deducir de ello 
que no deben ser tenidas en cuenta todas las circunstancias 
relevantes. 

— Infringió el artículo 25 del Reglamento n o 1/2003 ( 5 ) al 
considerar que la participación de NV en las prácticas deli­
beradas durante el período de 31 de noviembre de 1992 a 
30 de octubre de 1993 no había prescrito. 

( 1 ) Sentencia del Tribunal General (Sala Octava) de 16 de junio de 2011 
en los asuntos acumulados T-208/08 y T-209/08, Gosselin Group 
NV y Stichting Administratiekantoor Portielje contra Comisión Eu­
ropea (en lo sucesivo, «sentencia»). 

( 2 ) Decisión C(2008) 926 final de la Comisión de 11 de marzo de 
2008 relativa a un procedimiento de aplicación del artículo 81 
[CE] y del artículo 53 del Acuerdo EEE (asunto COMP/38.543 — 
Servicios de mudanzas internacionales) (en lo sucesivo, «Decisión»). 

( 3 ) Directrices relativas al concepto de efecto sobre el comercio conte­
nido en los artículos 81 y 82 del Tratado (DO 2004, C 101, p. 81). 

( 4 ) Directrices para el cálculo de las multas impuestas en aplicación del 
artículo 23, apartado 2, letra a), del Reglamento (CE) n o 1/2003 (DO 
2006, C 210, p. 2). 

( 5 ) Reglamento (CE) n o 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 
2002, relativo a la aplicación de las normas sobre competencia 
previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado (DO L 1, p. 1). 

Petición de decisión prejudicial planteada por el 
Tribunalul Alba (Rumanía) el 22 de agosto de 2011 — 
Corpul Național al Polițiștilor — Biroul Executiv Central 
— IPJ Alba/Ministerul Administrației și Internelor (MAI), 
Inspectoratul General al Poliției Române (IGPR), 

Inspectoratul de Poliție al Județului Alba (IPJ) 

(Asunto C-434/11) 

(2011/C 331/14) 

Lengua de procedimiento: rumano 

Órgano jurisdiccional remitente 

Tribunalul Alba
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